Sentencia 100/2005, de 20 de abril, en relación con la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada (publicada en el B.O.E. de 20.5.2005). 
a) Antecedentes 
- Promotor del recurso: Andalucía (nº 1566/1999). 

- Norma impugnada: Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada. 

- Extensión de la impugnación: Arts. 3.3, 4.2.a), 6, 7, 8, 9.2 y 3, 10.2, 3 4 y 5 y Disposición Final 1ª de la Ley. 

- Motivación del recurso: Considera la comunidad Autónoma que los preceptos recurridos vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma en las materias de “espacios naturales protegidos” y “medio ambiente” (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd.), excediéndose del ámbito de la legislación básica a que se restringe la competencia estatal en materia de medio ambiente (arts. 149.1.23ª CE), único título que posee el Estado para intervenir en la materia regulada. 

b) Comentario - resumen 
1. Señala en primer lugar la sentencia que “el presente recurso de inconstitucionalidad ha perdido ya su objeto respecto de los arts. 3.3, 4.2.a), 6, 7, 8, 9.3, 10.5 y Disposición final primera, pues respecto de todos ellos ya nos hemos pronunciado en nuestra STC 81/2005, de 6 de abril, a cuyo fallo procede remitirse a todos los efectos”. (F.J. 2). 

2. Pasa a continuación el Tribunal al análisis pormenorizado de los preceptos impugnados, y a los que no afectó la Sentencia 81/2005: 

∗ Artículo 9.2 de la Ley. 

Señala este precepto que “El Plan Rector de Uso y Gestión, que tendrá carácter plurianual, se adecuará a lo establecido en la Ley 4/1989, modificada por la Ley 41/1997”. 

El Tribunal pone de manifiesto la falta de fundamentación en la impugnación del citado artículo, al no aportar la Comunidad Autónoma los motivos que determinan su inconstitucionalidad. 

∗ Artículo 10.2, 3 y 4 de la Ley. 

En relación con los citados preceptos relativos a as infracciones administrativas y por tanto a la potestad sancionadora, reprocha Andalucía que vacían su competencia de desarrollo normativo ya que por un lado “se amplia la tipificación ya contenida en la Ley 4/1989 y, de otro, se configura un sistema que no puede ser entendido como una garantía de mínimos, garantía que caracteriza a las normas básicas en esta materia”. 

Sin embargo, para el Tribunal, “El reproche debe ser rechazado. Como señala la parte actora, el apartado 1 del art. 10, no impugnado, hace aplicables en el territorio del Parque de Sierra Nevada las infracciones reguladas en la Ley 4/1989, y sus apartados 2, 3 y 4, objeto de impugnación, determinan la aplicación de la tipificación prevista en los mismos. Sin embargo, aunque nos encontremos como consecuencia de todo ello con un régimen sancionatorio ciertamente amplio, no se genera por ello la inconstitucionalidad de estos últimos apartados, pues nos hallamos en uno de esos supuestos en que la normativa básica estatal puede tener mayor amplitud, en aras de la relevancia que el régimen sancionador tiene para la preservación del espacio privilegiado que constituyen los parques nacionales y toda vez que la Comunidad Autónoma aún dispone de margen para ejercer su competencia normativa. Margen que puede operar mediante la tipificación de supuestos más específicos y mediante un cuadro sancionador que, sin infringir el art. 149.1.1ª CE, antes aludido, imponga los máximos niveles de protección que se consideren deseables”. 

“No obstante, este juicio de adecuación al orden constitucional de competencias de los apartados 2, 3 y 4, no se extiende a la letra b) del apartado 4, pues regula un tipo infractor que, sin necesidad de entrar a realizar otras consideraciones, vulnera las competencias autonómicas por su enunciado integrador de cualquier infracción de la legislación vigente, con el consiguiente vaciamiento de aquellas competencias”. Por lo que declara inconstitucional el art. 10.4.b) de la Ley. (F.J. 3). 

3. Por último en relación del alcance del fallo manifiesta la sentencia que “procediendo ‘igual que en la STC 195/1998, en cuyo fundamento jurídico 5 señalamos también que la inmediata nulidad de los preceptos declarados inconstitucionales podría provocar una desprotección medioambiental de la zona con graves perjuicios y perturbaciones a los intereses generales en juego y con afectación de situaciones y actuaciones jurídicas consolidadas, de manera que la declaración de inconstitucionalidad de algunos preceptos no lleva aparejada su inmediata declaración de nulidad, la cual se difiere hasta el momento en el que las Comunidades Autónomas regulen las modalidades de gestión de los parques nacionales de su competencia’ (STC 194/2004, FJ 24)”. (F.J. 4). 

4. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal declara: 

“1º. Declarar la pérdida de objeto del recurso respecto de los arts. 3.3, 4.2.a), 6, 7 8, 9.3, 10.5 y disposición final primera de la Ley impugnada. 

2º. Declarar que el art. 10.4.b) es inconstitucional, con los efectos señalados en el F.J. 4. 

3º. Desestimar el recurso en todo lo demás”. 

5. Voto particular que formula el Magistrado D. Roberto García-Calvo y Montiel. 

Considera el Magistrado que hubiera sido procedente declarar, en contra de lo señalado en la sentencia, la inconstitucionalidad del art. 3.3 de la Ley, dando, por otra parte, por reproducido el contenido del voto particular formulado en la STC 81/2005, de 6 de abril. 

